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PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve. 

Acta número 034 de mayo 14 de 2009 

Siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.) se da inicio a la audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse los recursos de apelación interpuestos por ambas partes, contra la sentencia proferida por el Juzgado  Laboral del Circuito de Dosquebradas, el 5 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario que CARLOS ARTURO GUTIÉRREZ GALEANO promueve en contra de CARTONES Y PAPELES DEL RISARALDA LTDA.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Con la ayuda de apoderado judicial, el demandante pretende que se declare la existencia de un vinculo laboral entre las partes, en virtud del cual el trabajador sufrió un accidente, y, consecuentemente, depreca que se condene a la parte demandada al pago de los conceptos por perjuicios materiales, lucro cesante consolidado, lucro cesante futuro, perjuicios morales objetivados y subjetivados; la indexación, los intereses corrientes y moratorios que reajusten los valores pagados y las costas del proceso.

Fundamento de hecho de tales pretensiones, son los que a continuación se sintetizan:

El promotor de la acción se vinculó con la sociedad rea del proceso, mediante un contrato de trabajo a término fijo de un año, desde el día 26 de octubre de 2005  –sic- prorrogado sucesivamente y que se estaba ejecutando hasta el momento del accidente al cual se hace referencia. El demandante era cotizante al Sistema de Seguridad Social en Riesgos Profesionales y afiliado a la A.R.P. y Pensiones del Seguro Social Seccional Risaralda, entidad que le reconoció pensión de invalidez en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente, prestación que fue consecuencia de la perdida de capacidad laboral del 56.15% con fecha de estructuración 23 de diciembre de 2004. 

El accidente laboral que le originó la invalidez al demandante ocurrió el día 18 de noviembre del 2003 en las instalaciones de la empresa demandada, cuando el señor Duque Arteaga hacia el reemplazo del operario del molino sin estar entrenado para desempeñar ese puesto. La labor, básicamente, consistía en recibir la hoja de cartón, controlar el agua, recibir la hoja cortada y llevarla al arrume para luego sacar a  secar. El accidente ocurrió porque un pedazo de tabla que se coloca para graduar el agua se fue al molino y el trabajador al tratar de sacarla, fue succionado por el molino, sufriendo graves lesiones en su brazo izquierdo, lo que motivó su amputación.

El referido infortunio laboral, tuvo como causa que el molino no tenía ninguna clase de protección para evitar el hecho. El actor cumplía con las labores de oficios varios, batidor de residuos industriales, mas no era operario del molino, solo recibió la orden de reemplazar al operario que se encontraba en vacaciones. 

Al haberse producido el accidente que ocasionó la malhadada situación, se generó al promotor de la acción una minusvalía, además del trauma irreparable de verse limitado, afectando su actividad laboral, sustento económico y el de sus progenitores que dependen económicamente de su aporte.     

Mediante auto del 24 de abril de 2006 se admitió la demanda y se ordenó correr traslado a la accionada, quien, una vez notificada dio respuesta, a través de apoderado judicial, aceptando como ciertos los hechos primero y segundo; parcialmente cierto el sexto; no ser ciertos, el tercero, cuarto, quinto, séptimo y no ser un hecho, el octavo. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de merito las que denominó “Carencia absoluta de causa”, “Cobro de lo no debido”, “Buena fe”, y “Prescripción”.      

Además, llamó en garantía a la Sociedad Agrícola de Seguros S.A., lo cual fue aceptado por auto el día 7 de julio de 2006, disponiéndose su notificación. Mediante apoderado judicial, se aceptaron los hechos del llamamiento en garantía, excepto el primero que lo fue parcialmente y aunque no se pronunció sobre los hechos de la demanda original, se opuso a todas las pretensiones de la demanda y propuso las excepciones que denominó: “Carencia absoluta de causa”, “Cobro de lo no debido”, “Buena fe”, y “Prescripción”.

Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que hubiere lugar a la conciliación por falta de ánimo de la demandada y llamada en garantía, no se adoptaron medidas de saneamiento y no se modificaron las bases fácticas del litigio, procediéndose en primera audiencia al decreto de las pruebas solicitadas por las partes, las cuales se practicaron y allegaron a la actuación en las demás audiencias de trámite.

Agotado el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, en la que luego de analizar el acervo probatorio, el Juez declaró que entre las partes existió contrato de trabajo, en cuya ejecución el trabajador sufrió accidente de trabajo endilgable a culpa de la empresa, por el incumplimiento de los deberes de protección y seguridad. No prosperaron las excepciones de merito propuestas por la demandada. Condenó a la empresa y a la llamada en garantía a pagar al sujeto activo del proceso los perjuicios materiales y extrapatrimoniales causados.
Para tal conclusión, el Juez encontró que el accidente no se produjo por culpa exclusiva del trabajador, sino que el patrono actuó de forma negligente y con violación de reglamentos o normas en salud ocupacional.    

Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por parte de la demandada, quien lo sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta que el juez en su argumento, dice que el demandante no realizó un acto deliberado y que por el contrario lo que pretendía era favorecer a la empleadora, lo que no se discute, y nunca se ha dicho que existió dolo en el modo de actuar del promotor de la acción y que no buscaba hacerse un daño el mismo o a la empresa, pero ocurrido el accidente se evidencia falta de cuidado del actor y que existe negligencia y descuido que ponen en riesgo la integridad de éste por no tomar las medidas de seguridad mínimas, como apagar la maquina antes de introducir el brazo para recuperar algún objeto. Sin embargo hay que recordar que la empresa si cumplió con su obligación de brindar capacitación al demandante y que se le suministraron los elementos de protección necesarios para el desempeño de sus funciones y también se le dieron charlas sobre seguridad industrial. Por lo anterior resalta que debe tenerse en cuenta, al momento de tasar los perjuicios que se reclaman, la declaración del médico de la empresa en la cual consta que el ISS no actuó de manera eficiente que pudo tener consecuencias menos graves, debido a las fallas en la atención medica prestada por la ARP del ISS.   

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite legal correspondiente.

Se decide lo pertinente con fundamento en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Problema jurídico.

El dilema jurídico que desatará esta Sala se contraerá a definir ¿hasta qué punto el comportamiento, de la víctima acarreará la compensación o reducción de culpas, y por ende, la exoneración o disminución de la responsabilidad del patrono en la producción del accidente de trabajo?.

El cuestionamiento viene a propósito de la manera como tanto el juez singular como la apelante percibieron el accidente de trabajo de que tratan los autos. El funcionario de la instancia precedente, concluyó que no obstante que la empleadora pudo percatarse del riesgo existente en el molino, esencialmente, respecto de los rodillos o  cilindros, nada hizo para eliminarlo, ya que la maquinaria manipulada por el actor no estuvo dotada de guardas metálicas o resguardas del mismo material que permitiera el encerramiento de las partes expuestas a riesgos de accidente y dispositivos de desconexión rápida o inversión de fuerza motriz, amén de la valla fija o movible que impidiera al operario introducir los dedos en los rodillos (R. 02400 de 1979). Agregó que la empleadora no previó lo previsible y que si lo previó al consignarlo en el panorama de riesgos, es notoria la falta de cuidado y prudencia en su conducta protectora y de seguridad y que con ello, es palpable que incurrió en culpa. Adicionalmente, para el dispensador de justicia de la instancia inicial, no era suficiente que el patrón advirtiera los riesgos existentes, sino que era su deber actuar de manera eficiente para eliminarlos (fl. 253.
También atribuyó culpa concurrente al trabajador, ya que en su sentir el proceder del actor en el momento del accidente no puede calificarse de prudente, que por el contrario actuó de manera imprudente, obró con precipitud incontrolada, pues lo que calculó o lo que lo hizo sentirse capaz de superar, falló por circunstancias externas a su voluntad. Sin embargo, anotó que tal imprudencia no tiene los alcances dados por la empleadora al atribuirle la culpa exclusiva de la víctima, ya que la primera obró de manera negligente y contraria a los reglamentos o normas de salud ocupacional, al paso que el trabajador no realizó acto deliberado o voluntario, ni con culpa grave, toda vez que por el contrario, su finalidad fue la de favorecer los intereses patronales, evitando el daño del fieltro –sic- que había sido recientemente cambiado. Así las cosas, consideró que se deberá tener en cuenta que el laborante contribuyó en un 50% en la generación del percance laboral. 
La censura rebatió las reflexiones precedentes, al poner de manifiesto que la diligencia y cuidado patronal no se puede interpretar como la obligación de vigilar a sus trabajadores para evitar que estos tengan comportamientos que, en personas adultas y capaces como el demandante, la lógica y la naturaleza indican no se pueden realizar. Añadió que atribuirle la producción del accidente a no haber obrado la empleadora como un buen padre de familia, siendo que el comportamiento del demandante desbordó los límites de la prudencia y el instinto de conservación, es patrocinar que los trabajadores actúen a la ligera y sin medir las consecuencias, con la tranquilidad de saber que de los resultados de sus actos irracionales e irresponsables, serán “responsabilizados” los empleadores. Recabó que Gutiérrez sabía que estaba actuando imprudentemente, pero que para no esperar media hora –tiempo en que tarda la reiniciación del proceso- tomó el riesgo de introducir su mano, acorde con lo expuesto por la víctima al galeno. Agregó que el molino en su diseño estructural no cuenta con estos elementos –guardas y resguardas- y que ante una acción impulsiva como la de lanzarse a rescatar una tabla con la máquina encendida y funcionando poco habría podido proteger.
Refirió la apelante que no hubo ninguna acción de la empresa que causara el accidente, que la misma cumple y ha cumplido todas y cada una de las exigencias relacionadas con la seguridad de sus empleados, que no se sabía la existencia de ese peligro pues la máquina era original y que ninguno de los operarios informó haberse encontrado expuesto o haber sufrido algún percance. No obstante, relató que luego de ocurrido el incuseso y que ante la evidencia de la negligencia y descuido de personas que ponen en peligro la integridad suya y de los demás por no tomar las medidas de seguridad mínimas, tales como apagar la máquina antes de introducir el brazo para recuperar el objeto extraño caído en su área de influencia, “la empresa se vio obligada a modificar el diseño original, realizando cambios estructurales y modificando el recorrido, el fieltro y las guardas, tratando de evitar que ocurrieran situaciones semejantes”.
Remató aseverando que sólo la falta de cuidado del actor pudo llevar a que introdujera su mano en un molino encendido, que abstenerse de hacerlo no requería capacitación, ni instrucción especial, aunque pregonó que la empresa si brindó la capacitación a Gutiérrez y que le suministró los elementos de protección necesarios para el cabal desempeño de sus funciones, amén de que se le dieron las charlas sobre seguridad industrial. Por último, llamó la atención acerca de que el ISS no actuó de manera eficiente y oportuna en el tratamiento de la víctima y que debido a las fallas en su atención se produjo la amputación del brazo del demandante.
Liminarmente, es menester señalar que no son de recibo los argumentos de la censura habida cuenta que son varias las fuentes jurídicas que le imponen al empleador el deber de protección a los operarios, de tal suerte que con ocasión o por motivo del contrato de trabajo estos no reciban ninguna lesión en su integridad física o desenlaces como la muerte, a causa de la utilización por parte de los patrones de tecnologías y maquinarias a las que sus operadores se encuentran expuestos permanentemente en peligro
. 
Es el precio, que precisamente deben pagar los patronos, quienes en vista de la utilización de complejos sistemas de industrialización, sirviéndose para ello de equipos, maquinarias y elementos de suyo peligrosos para las personas que laboran en sus áreas de influencia, precio que se ve reflejado en las exigencias legales encaminadas a que se tomen todas las medidas posibles en orden a eliminar tales riesgos. Las comentadas medidas de seguridad como es lo lógico están a cargo del empleador y no del trabajador como insólitamente lo asevera la impugnante, pues, quien pone en riesgo la vida del trabajador no es éste sino el empresario al introducir elementos de alta peligrosidad en el lugar de trabajo. 

Amen de que no es menos absurda la posición de la impugnante al sugerir al menos como hipótesis y como razón de que tales medidas de seguridad estén a cargo del asalariado, el hecho de que si no es así sería patrocinar –según la censura- que los trabajadores actúen a la ligera y sin medir las consecuencias, con la tranquilidad de saber que de los resultados de sus actos irracionales e irresponsables, serán “responsabilizados” los empleadores. Nada mas alejada de la realidad, pues, nadie se va a querer hacer daño para cobrárselo a otro, eso no es lo que se estila en el ordinario discurrir de las cosas, ni en la mente sana de un trabajador se anidaría semejante despropósito.

El deber de vigilancia en cuanto a que las medidas de protección y seguridad industrial se cumplan en el ámbito laboral, hace parte del catálogo de obligaciones que la ley ha radicado en cabeza de los empresarios. Por ello, sobrada razón le asiste al sentenciador de primer grado, cuando afirma que no es suficiente que las reglas existan o se adviertan, pues anota la Sala, es necesario que se prevean y adopten los mecanismos de vigilancia, como quiera que en el medio nuestro lo que predomina –sin importar el nivel cultural- es cierta reticencia a que los sujetos adopten los elementos y medidas de seguridad que se le exigen en el cumplimiento de una actividad, v.gr., el uso del cinturón de seguridad en la actividad vehicular, el uso de caretas, “tapaoídos”, guantes, botas y otros aditamentos en el ámbito laboral, etc.

Naturalmente, que la producción del daño en el sub-lite, no se atribuyó a la falta de suministro de uno cualquiera de tales medios de protección, sino a la introducción de una de las extremidades superiores del operario en instantes en que la máquina por él manipulada se hallaba en plena actividad, y ello en vista de haberse atravesado un elemento extraño que generaría, seguramente, daños a los rodillos o cilindros del mentado artefacto. 
Desde tal óptica, en la que no se observa disparidad tanto en lo alegado por las partes como en lo reflexionado por el fallador de la instancia precedente, era apenas previsible que se hicieran presentes dichos elementos extraños en el ambiente laboral o área de influencia de la máquina que operaba Gutiérrez aquel aciago 18 de Noviembre de 2003 y sin embargo, el empresario no diseñó ninguna estrategia preventiva para enfrentar o disminuir los efectos dañinos que tal intervención generaba a su máquina, razón por la cual el operario –sin apagar la máquina- se vio compelido a introducir su extremidad superior a fin de retirar el elemento extraño. 
La culpa patronal emerge con fluidez de lo acabado de anotar, sin que la actuación del operario incidiera de manera poderosa en frente de un deber que creyó haber cumplido al intentar salvaguardar los intereses de su empleadora tendientes a que la máquina no sufriera un desperfecto por el accionar súbito del elemento extraño. Lo precedentemente expuesto, es aún más cierto si se tiene en cuenta lo que tanto en la defensa esgrimida en la contestación de la demanda como en el escrito impugnaticio, manifestó la empresa demandada en el sentido de que:
“la empresa se vio obligada a modificar el diseño original, realizando cambios estructurales y modificando el recorrido, el fieltro y las guardas, tratando de evitar que ocurrieran situaciones semejantes”
En igual sentido, se dejó constancia en la diligencia de inspección judicial que: “(…) luego del accidente la empresa para poder colocar la guarda que no estaba antes, cambió de posición un rodillo y adicionó otra para dar amplitud y colocar dicha guarda en el sitio donde ocurrió el accidente, todo lo anterior obligó a tener un fieltro mas largo debido al aumento del recorrido (…)”. Se insiste que después del accidente se le colocó la guarda de seguridad o protector, que antes no tenía la máquina ya que no cabía, la cual (guarda) desciende hasta el otro rodillo “por donde introdujo la mano el demandante”, dando como resultado que ambos cilindros “atraparan la mano”. Finalmente se dejó constancia que actualmente dicho espacio es ocupado por la guarda o protector de seguridad”, se midieron las distancias entre el rodillo que conduce el fieltro –sic- y ambos cilindros (60 cms.) y entre la guarda de seguridad al citado rodillo (10 cms.) –fl. 211-, área que en sentir del juez singular era muy próxima a la de manipulación de las paletas o palos de graduación de grosor de la pulpa. 
Igualmente la deponencia de las señora Consuelo de Jesús Narváez, operaria del molino, también dio cuenta del cambio, al sostener que anteriormente la guarda no existía “y muchas veces cuando uno iba a meter la mano en el rodillo que le cogió el brazo a Arturo, ese rodillo si trataba como de llevársele la mano a uno (…) porque a mi muchas veces si me pasó, que eso le jalaba a uno la mano, pero tenía uno que estar pilas con eso (…)”. Relató que en pretérita ocasión –no determinada por ella- le sucedió un accidente igual “me cogió un rodillo el brazo derecho (…) yo metí la mano para lavarme y entonces el rodillo se me llevó el brazo y me lo fracturó (…)” fl. 187-
De tal suerte, que si hubo de tomarse tales medidas de seguridad a través de guardas u otros dispositivos, después de que se produjo el percance, es por que había forma de aislar del área de influencia de la máquina a aquellos elementos que perturbaran eficazmente su funcionamiento. Lo cual corrobora la perversa practica de algunos empresarios de no adoptar los correctivos de seguridad sino cuando se produce el primer hecho lamentable y afirmar que los mismos no se habían adoptado porque ningún trabajador había informado acerca de la exposición al peligro o haber sufrido algún percance, acentúa el descuido y la negligencia que se le endilga en la demanda, pues, la falta de información no exime a la empleadora de revisar los equipos por su propia cuenta y periódicamente, en orden a constatar que no ofrezca peligros al trabajador o reducirlos al máximo.

En estas condiciones no le asiste a esta Sala hesitación alguna en cuanto a la demostración suficiente de la culpa patronal en el acaecimiento del accidente padecido por el actor –art. 216 de la obra sustantiva laboral- y pese a que no hubo apelación de la parte actora, es oportuno aclarar al sentenciador de primer grado que los vacíos que se encuentren en la definición de los asuntos laborales, la ley sólo autoriza la integración normativa con las atinentes al Código de Procedimiento Civil –art. 145 C.P.L.S.S, o con aquellas otras disciplinas respecto de las cuales exista remisión expresa, no como se hizo en este evento, que se pidió prestado del Código Civil el precepto relacionado con la reducción de la indemnización –art. 2357-, siendo que ello no está autorizado expresamente por la normatividad laboral.
Sobre este particular el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria, especialidad laboral ha pregonado que:

“Considera la Sala que en principio el artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo radica exclusivamente en cabeza del culpable la indemnización “total” y ordinaria de perjuicios, sin que prevea una reducción de la misma por una eventual concurrencia de culpa de la víctima. Si el deseo del legislador fuera permitir tal aminoramiento, bastaría con que así lo hubiese previsto de manera expresa o simplemente ordenado remitirse a las normas del código civil que gobiernan la materia en esa especialidad. Pero tan no fue esa la voluntad del legislador, que reguló el tema de modo autónomo, en el propio código sustantivo del trabajo, haciendo énfasis en que el empleador responsable debe responder por la totalidad de los daños y es apenas elemental que este diáfano concepto excluye lo meramente parcial o lo incompleto.

“Además, lo anterior tiene plena concordancia con lo prescrito respecto de la responsabilidad objetiva en la que la ley se encarga de tarifar de antemano las consecuencias o efectos sin que tenga el trabajador que demostrar culpa alguna. En cambio, en el sistema del artículo 216 en comento, la carga probatoria de la culpa y de los perjuicios sufridos le incumbe exclusivamente al afectado.

“No está por demás decir que constitucional y legalmente existe protección especial para el trabajo humano y los derechos de los trabajadores consagrados en la legislación laboral son derechos mínimos, razón adicional que pone de manifiesto la improcedencia de aplicar analógicamente en esta materia las normas civiles que tienen un fundamento y una finalidad distinta, especialmente en temas como el presente en que se trata de una culpa patronal que originó el deceso del trabajador demandante. Ahora, si se admitiera en gracia de discusión que en caso de culpa del trabajador, opera la reducción en el monto de la indemnización a la luz del artículo 2357 del Código Civil, lo cierto es que aún en el derecho civil, no cualquier culpa de la víctima posibilita el descuento de la indemnización de perjuicios causados por el culpable principal, sino solamente la que tenga carácter determinante, hipótesis que en este caso está totalmente descartada, dado que la actividad desplegada por la víctima no jugó un papel decisivo en el lamentable desenlace (…)
.
Naturalmente, que si tal disminución de la responsabilidad no cabe en esta materia al invocarse la norma del Código Civil, menos será de recibo la que disponga la exoneración total de  responsabilidad patronal, como quiera que, se itera, el buen suceso de la pretensión dependerá, por un lado de la “culpa suficientemente comprobada del empleador” y por el otro, una vez acreditado ello, recaerá sobre el patrono la indemnización “total” y ordinaria de perjuicios, sin que prevea el artículo 216 de la obra sustantiva laboral una reducción y menos una exoneración de la misma por una eventual concurrencia o intervención exclusiva de la víctima en la ocurrencia del accidente.
Por último, la concausal alegada en segunda instancia en contra del Instituto de Seguros Sociales, no es de recibo en este grado de conocimiento, como quiera que el citado Instituto no fue vinculado en este proceso ya directamente por el actor, ora a través del llamamiento en garantía por la demandada.

No prospera, entonces, el recurso.
Puestas así las cosas y sin que sea preciso mayores elucubraciones al respecto, se confirmará la decisión judicial de primer grado y se condenará en Costas de segunda instancia a la recurrente.     

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

RESUELVE
CONFIRMAR la sentencia conocida en sede de apelación.
Costas en esta instancia a cargo de la demandada CARTONES Y PAPELES DE RISARALDA LTDA.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN  
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARIA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� “incumben al empleador obligaciones de protección y de seguridad para con los trabajadores –art. 56 C.L.- y de manera especial mandó a que se procurara “a los trabajadores locales apropiados y elementos adecuados de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garantice razonablemente la seguridad y la salud” –art. 57-2º idbidem-. El inciso 1º del artículo 56 del Decreto 1295 de 1994  establece que “La prevención de riesgos profesionales es responsabilidad de los empleadores”; el artículo 21 del mismo conjunto normativo dice en su literal c que el empleador es responsable de "procurar el cuidado integral de la salud de los trabajadores y los ambientes de trabajo”; el artículo 58 ibídem dispone “Medidas especiales de prevención. (...) todas las empresas están obligadas a adoptar y poner en práctica las medidas especiales de prevención de riesgos profesionales”; el artículo 62 ibídem en su inciso primero preceptúa que “Los empleadores están obligados a informar a sus trabajadores los riesgos a que pueden verse expuestos en la ejecución de la labor encomendada o contratada”.








� Entre otras, C.S.J. Sala de Casación laboral, Mgs. Ptes: Drs. Fernando Vásquez Botero y José Roberto Herrera Vergara, sentencia 15 de noviembre de 2001. Radicación 15755. Rev. J y D., Legis. 362 ps. 266 y 267.  
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